
QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE DESARROLLO 
FORESTAL SUSTENTABLE, A CARGO DEL DIPUTADO YERICO ABRAMO MASSO, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO DEL PRI 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos: 71, fracción II, y 72 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento 
de la Cámara de Diputados, el que suscribe, Yericó Abramo Masso , diputado federal de la 
LXVI Legislatura e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario 
Institucional, presento iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y 
adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Desarrollo Forestal 
Sustentable , al tenor de la siguiente: 

Exposición de Motivos 

Los bosques, selvas y ecosistemas forestales son bienes estratégicos para México. Su 
conservación permite proteger la biodiversidad, el suelo, el agua, la captura de carbono y 
las formas de vida de ejidos, comunidades, pueblos indígenas y afromexicanos. 

La Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable1 establece que sus disposiciones son de 
orden e interés público y que su objeto es regular y fomentar el manejo integral y 
sustentable de los territorios forestales, así como la conservación, protección, restauración, 
producción, ordenación, cultivo, manejo y aprovechamiento de los ecosistemas forestales 
del país. 

No obstante, uno de los principales problemas del sector forestal continúa siendo la 
circulación de madera, materias primas y productos forestales cuya legal procedencia no 
siempre puede comprobarse de manera clara, continua y verificable. 

La tala ilegal, la documentación incompleta, la simulación de procedencia, la triangulación 
comercial y la ausencia de controles suficientes en la cadena de suministro afectan a los 
ecosistemas, deterioran el mercado legal y perjudican a productores forestales que sí 
cumplen con la normatividad. 

La propia autoridad ambiental ha reconocido la necesidad de fortalecer el combate a la tala 
ilegal. En 2025, la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en coordinación 
con el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, impulsó una hoja de ruta 
nacional para atender la tala clandestina, destacando que México cuenta con más de 138 
millones de hectáreas de ecosistemas forestales, equivalentes al 71 por ciento del territorio 
nacional2 . 

Esto confirma que la política forestal no puede limitarse al aprovechamiento de los recursos, 
sino que debe abarcar también su transporte, transformación, comercialización y consumo 
final. 

Actualmente, la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable1 . ya contiene elementos 
importantes. Por ejemplo, el artículo 20, fracción XL, faculta a la Comisión Nacional Forestal 
para promover que en los procesos de compra-venta gubernamentales, así como de 
proveedores y contratistas del gobierno, se garantice la legal procedencia de materias 



primas y productos forestales, y que éstos sean preferentemente de origen nacional y 
cuenten con certificación forestal. Sin embargo, esta redacción es insuficiente porque se 
limita a “promover” y utiliza el término “preferentemente”, lo cual deja la exigencia en un 
plano no plenamente obligatorio. 

Asimismo, el artículo 91 de la Ley establece que quienes realicen el aprovechamiento, 
transporte, almacenamiento, comercialización, importación, exportación, transformación o 
posesión de materias primas y productos forestales deberán acreditar su legal procedencia; 
además, dispone que la autoridad establecerá mecanismos para garantizar la trazabilidad 
de dichas materias primas y productos2 . De igual forma, el Reglamento de la Ley prevé 
instrumentos documentales como remisiones forestales, reembarques forestales, 
pedimentos aduanales, comprobantes fiscales y códigos de identificación para acreditar 
legal procedencia3 . 

A pesar de estos avances, la Ley no establece de forma expresa que toda compra pública 
de madera, papel, cartón, mobiliario y productos forestales deba contar obligatoriamente 
con certificación legal y trazabilidad verificable. Esta omisión permite que dependencias, 
entidades y entes públicos adquieran productos forestales sin exigir de manera uniforme la 
documentación que demuestre su origen legal, su cadena de custodia y su trazabilidad 
desde el aprovechamiento hasta la entrega final. 

La compra pública debe ser una herramienta de política ambiental. La Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) ha señalado que la contratación pública 
representa alrededor del 13 por ciento del producto interno bruto en países miembros y que 
puede utilizarse para impulsar la transición verde mediante criterios ambientales en las 
adquisiciones gubernamentales4 . Esto significa que el Estado, como comprador, tiene 
capacidad real para orientar mercados, fortalecer cadenas productivas legales y excluir 
bienes de origen irregular. 

En el ámbito internacional, la OCDE y la Organización de las Naciones Unidas para la 
Alimentación y la Agricultura (FAO) han documentado que muchos países han adoptado 
políticas de contratación pública que exigen que las compras gubernamentales de madera y 
productos derivados cumplan criterios de legalidad y/o sustentabilidad5 . 

Chatham House también ha señalado que las políticas de compra pública de madera legal y 
sustentable ayudan a reducir la deforestación, combatir la tala ilegal y ampliar la 
participación de mercado de productos verificados6 . 

Por ello, esta iniciativa propone transformar el actual enfoque de promoción en una 
obligación jurídica expresa. La finalidad es que toda compra pública de madera, papel, 
mobiliario y productos forestales, realizada con recursos públicos, exija como condición de 
participación, adjudicación, contratación, recepción y pago la certificación legal y la 
trazabilidad verificable. 

La reforma busca impedir que el gasto público financie, directa o indirectamente, productos 
provenientes de tala ilegal, cambio de uso de suelo no autorizado, aprovechamientos 
irregulares o cadenas de suministro no verificables. 



También busca proteger a las comunidades, ejidos, empresas sociales forestales y 
proveedores que cumplen con la legalidad, evitando que compitan en desventaja frente a 
productos de menor precio derivados de actividades ilegales. 

La propuesta no pretende generar barreras excesivas para los productores forestales 
nacionales. Por el contrario, plantea que la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales, la Comisión Nacional Forestal y las autoridades responsables de contrataciones 
públicas emitan lineamientos, formatos y mecanismos de acompañamiento técnico para 
facilitar el cumplimiento, especialmente por parte de ejidos, comunidades, micro, pequeñas 
y medianas empresas y empresas sociales forestales. 

La certificación legal y la trazabilidad verificable permitirán conocer el origen del producto 
forestal, la especie, el volumen, el predio o fuente de procedencia, los centros de 
almacenamiento o transformación, los documentos que amparan el transporte, los 
comprobantes fiscales, los códigos de identificación y la cadena de custodia 
correspondiente. 

Con ello se fortalecerán la transparencia, la fiscalización, la rendición de cuentas y la 
responsabilidad ambiental del gasto público. 

Esta iniciativa plantea reformar el artículo 20, fracción XL, para sustituir el actual mandato 
de promoción por una obligación de coordinación y verificación; adicionar definiciones al 
artículo 7; adicionar un artículo 91 Bis para establecer los requisitos obligatorios de compra 
pública forestal responsable; y adicionar una infracción específica al artículo 155 para 
sancionar la participación en compras públicas mediante documentación falsa, incompleta o 
no verificable. 

La reforma es necesaria porque el Estado mexicano debe predicar con el ejemplo. Si las 
autoridades exigen a particulares acreditar la legal procedencia de materias primas y 
productos forestales, con mayor razón los entes públicos deben estar obligados a comprar 
únicamente madera, papel, mobiliario y productos forestales de origen legal, certificado y 
trazable. 

Para una mejor identificación de la propuesta se presenta el siguiente cuadro comparativo. 

Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable 

 

En atención a lo anteriormente expuesto, acudo a esta tribuna para someter a la 
consideración de este leno y solicitar su respaldo a la siguiente iniciativa con proyecto de: 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General 
de Desarrollo Forestal Sustentable 

Artículo Único. Se reforman el primer párrafo del artículo 20 y el segundo párrafo del 
artículo 91; se adicionan la fracción XL al artículo 20, las fracciones LXXXV, LXXXVI y 



LXXXVII al artículo 7; un artículo 91 Bis y una fracción XXXI al artículo 155, de la Ley 
General de Desarrollo Forestal Sustentable, para quedar como sigue: 

Artículo 7. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. a LXXXIV. ... 

LXXXV. Compra pública forestal responsable: Toda adquisición, arrendamiento, 
contratación, suministro, pedido, convenio o acto jurídico mediante el cual un ente 
público adquiera, use o reciba madera, papel, cartón, celulosa, mobiliario, bienes o 
productos forestales, de manera directa o a través de proveedores, contratistas, 
subcontratistas o terceros, con cargo total o parcial a recursos públicos. 

LXXXVI. Certificación legal forestal: Instrumento, constancia, certificado, dictamen, 
auditoría, verificación, certificación forestal, certificación de cadena de custodia o 
mecanismo equivalente reconocido por la Secretaría o la Comisión, mediante el 
cual se acredite que la materia prima, madera, papel, mobiliario, bien o producto 
forestal proviene de aprovechamientos autorizados y cumple con la normatividad 
aplicable. 

LXXXVII. Trazabilidad verificable: La capacidad de identificar, comprobar y auditar 
el origen, legal procedencia, aprovechamiento, transformación, transporte, 
almacenamiento, comercialización y entrega final de materias primas, madera, 
papel, mobiliario, bienes y productos forestales, mediante documentación oficial, 
registros físicos o digitales, códigos de identificación, remisiones, reembarques, 
pedimentos, comprobantes fiscales, certificados forestales, certificados de cadena 
de custodia o instrumentos equivalentes reconocidos por la autoridad competente. 

Artículo 20. La Comisión tendrá las siguientes atribuciones: 

I. a XXXIX. ... 

XL. Coordinar, promover y verificar, en el ámbito de sus atribuciones y en 
colaboración con la Secretaría y las autoridades competentes en materia de 
adquisiciones, arrendamientos, servicios y obra pública, que en los procesos de 
compra-venta gubernamentales, así como en los de proveedores, contratistas y 
subcontratistas del gobierno, sea obligatorio garantizar la legal procedencia, 
certificación legal forestal y trazabilidad verificable de las materias primas, madera, 
papel, mobiliario, bienes y productos forestales, privilegiando aquellos de origen 
nacional provenientes de manejo forestal sustentable; 

XLI. a XLII. ... 

Artículo 91. ... 

La autoridad establecerá los mecanismos y realizará las acciones que permitan garantizar la 
trazabilidad verificable de las materias primas y productos forestales regulados, incluyendo 
aquellos destinados a compras públicas, adquisiciones, arrendamientos, servicios, 
obra pública, mobiliario, papel, cartón, celulosa y demás bienes de origen forestal 
adquiridos con recursos públicos. 



Artículo 91 Bis. Toda compra pública de madera, papel, cartón, celulosa, mobiliario, 
bienes y productos forestales deberá contar obligatoriamente con certificación legal 
forestal y trazabilidad verificable. 

Artículo 155. Son infracciones a lo establecido en esta Ley: 

I. a XXX. ... 

XXXI. Participar como licitante, proveedor, contratista o subcontratista en procesos 
de compra pública forestal responsable sin acreditar la legal procedencia, 
certificación legal forestal y trazabilidad verificable de las materias primas, madera, 
papel, mobiliario, bienes o productos forestales ofertados; así como presentar 
documentación falsa, alterada, incompleta, simulada o no verificable para acreditar 
dichos requisitos. 

Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Segundo. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, la Comisión Nacional 
Forestal y las autoridades competentes en materia de adquisiciones, arrendamientos, 
servicios y obra pública deberán emitir, en un plazo no mayor a ciento ochenta días 
naturales contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, los lineamientos 
para la aplicación de la compra pública forestal responsable. 
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